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Qhana Pukara Kurmi es una Asociación de Comunidades y Ayllus Indígenas Originarios que 
trabaja por el cumplimiento de los Derechos de los Pueblos Indígenas. Desde el año 2008, es 

una organización de base, autónoma y autogestionada por las mismas comunidades y 
autoridades Indígenas Originarias. Enfoca su trabajo en el acompañamiento, defensa y 

promoción de los derechos humanos de los Pueblos Indígenas, haciendo énfasis en la Justicia 
Indígena. Tiene su sede en la ciudad de El Alto en la Av. Juan Pablo II Nº58 y en la Comunidad 

Indígena Santa Ana en La Paz. Tel: +59168100653. Correo electrónico: 
qhanapukarakurmi@yahoo.com  

 

 
Movimiento Indígena Nación Wayuu (M.I.N.W.) es una organización Indígena que trabaja por 

la defensa, promoción y protección de los derechos humanos, territoriales, culturales y 
colectivos del pueblo Wayuu. Desde su conformación, desarrolla acciones de acompañamiento, 

representación, defensa y fortalecimiento de las comunidades y autoridades tradicionales, 
promoviendo la autonomía, el gobierno propio, la identidad cultural y la protección del territorio 

ancestral. Su labor se enfoca especialmente en la defensa de los derechos de los pueblos 
indígenas frente a proyectos y actividades que puedan generar impactos sobre sus territorios, 
recursos naturales, cultura y formas propias de vida, así como en la promoción y garantía del 
derecho fundamental a la consulta previa, libre e informada, y al consentimiento previo, libre e 

informado. El Movimiento está integrado por autoridades tradicionales, líderes y lideresas 
indígenas, comunidades y profesionales comprometidos con la defensa de los derechos de los 

pueblos indígenas y la construcción de una sociedad basada en el respeto a la diversidad 
étnica y cultural. 

Datos de contacto: Dirección: Cra. 7 F No. 35-51, Barrio San Judas, Riohacha, La Guajira. 
Correos electrónicos: nacionwayuu17@gmail.com | nacionwayuu17@outlook.com Teléfono: 

311 683 4836. Página web: www.ongnacionwayuu.org  
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I. Introducción 
 
Ante la múltiple crisis planetaria actual, las personas y comunidades defensoras Indígenas (PDI) 
son clave para prevenir, proteger y mitigar los daños ambientales del extractivismo. Su relación 
intrínseca con los ecosistemas refleja cosmovisiones donde la naturaleza se integra cultural y 
espiritualmente a sus vidas, en lugar de tratarla como un mero recurso. 
 
Debido al aumento de proyectos extractivos, incluyendo los justificados por una transición 
“verde”, los territorios Indígenas se convierten en zonas de sacrificio que dañan el ambiente y la 
salud. Las PDI arriesgan diariamente sus vidas para defender sus territorios frente a modelos de 
desarrollo ajenos. 
 
Los siguientes casos no reflejan resultados exhaustivos, pero sí visibilizan patrones recurrentes 
de omisiones de los Estados como la falta del reconocimiento de la naturaleza colectiva de la 
defensa ambiental Indígena que está estrechamente vinculada a sus territorios, identidad, 
gobernanza y recursos. Además, demuestran la tendencia creciente de la criminalización y 
represión de las PDI, y las fallas sistemáticas y discriminatorias en los marcos legales nacionales 
e internacionales que les impide acceder a la justicia y a una reparación integral. En este sentido, 
la protección de las PDI debe incluir un enfoque colectivo, intercultural, preventivo e 
interseccional que considere la salvaguarda de sus comunidades, sus autoridades, sus lenguas, 
sus medios de vida y su derecho a permanecer en su territorio ancestral.   
 

II. Panamá: situación de los Pueblos Indígenas frente a la industria extractiva  
 
En Panamá, la defensa de los territorios Indígenas y del ambiente tienen una dimensión 
esencialmente colectiva. Para los Pueblos y comunidades Indígenas, proteger los ríos, bosques 
y tierras tradicionalmente ocupadas es inseparable de sus derechos territoriales, su identidad 
cultural, organización comunitaria y relación material y espiritual con la Madre Tierra. Quienes 
realizan esta labor actúan en cumplimiento de responsabilidades ancestrales y comunitarias 
hacia el territorio y las futuras generaciones. 
 
La construcción y operación de la Central Hidroeléctrica Chan-75i evidencia los riesgos de la falta 
de un proceso efectivo de Consentimiento Libre, Previo e Informado (CLPI) y el ataque para 
quienes defienden sus derechos. Lo vivido por las comunidades Ngäbe del valle del río 
Changuinola, la represión, las detenciones arbitrarias, el desplazamiento forzado y las presiones 
para pactar acuerdos e indemnizaciones individualesii, provocaron la fragmentación comunitaria, 
el aislamiento y debilitamiento de quienes defienden el territorio, y profundas afectaciones a la 
vida colectiva. La pérdida y transformación del territorio y de los medios tradicionales de 
subsistencia han profundizado situaciones de pobreza y hambre, afectando la soberanía y 
seguridad alimentaria, y la salud, incluyendo el incremento de enfermedadesiii. Estos afectan 
diferenciadamente a las mujeresiv, encargadas del cuidado, la alimentación y la salud familiar, 
pero con menor acceso a la información y a las decisiones. Asimismo, las niñeces y las 
juventudes enfrentan despojo identitario y cultural, la pérdida del territorio para la transmisión de 
conocimientos, y una participación reducida en las decisiones sobre el futuro de sus territorios. 
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Actualmente las comunidades Ngäbe del río Changuinola mantienen la defensa ante el proyecto 
hidroeléctrico Chan IIv. Pese a que las obras no han iniciado, la amenaza es latente para un 
territorio que ya vivió los impactos de Chan-75. Estas comunidades conservan la memoria activa 
de los daños ambientales, sociales y culturales, y continúan luchando por el reconocimiento de 
sus derechos y las reparaciones correspondientes. Por lo tanto, avanzar con Chan II sin resolver 
las consecuencias de Chan-75 ni atender la oposición y derechos territoriales de las 
comunidades afectadas reproduciría el conflicto previo. Las garantías de no repetición deben 
exigir evitar decisiones o proyectos que profundicen las afectaciones de estas comunidades. 
 
Pese a que Panamá dispone de normas clave como el art. 127 constitucional, la Ley 72/2008 
(propiedad colectiva), la Ley 37/2016, la Ley 125/2020 (Acuerdo de Escazú) y una hoja de ruta 
adoptada en enero de 2026, estas aún no garantizan una protección efectiva ni culturalmente 
adecuada en los territorios, pues existen obstáculos que son parte de una crisis sistemática y 
discriminatoria hacia los Pueblos Indígenas como la demora en delimitar y titular territorios, la 
falta de información técnica traducida a los idiomas Indígenas correspondientes, la rotación e 
insuficiente formación de funcionarios, el desapego a las formas propias de representación 
comunitaria y las barreras para acceder a la justicia y reparación integralvi. Asimismo, los 
mecanismos empresariales individuales no reemplazan la participación, reclamación y 
reparación colectivas. 
 
Las medidas estructurales más importantes son garantizar la delimitación, demarcación y 
titulación colectiva de los territorios Indígenas; crear mecanismos de protección comunitaria 
interseccionales que incorporen a mujeres, jóvenes y adultos mayores; y atender los riesgos 
específicos de defender sus territorios ante proyectos extractivos, energéticos, de infraestructura 
y concesiones, así como brindar información en idiomas Indígenas. Sin titulación ni consulta y 
CLPI no deben otorgarse ni renovarse concesiones. Asimismo, se requieren gobernanza 
compartida en áreas protegidas, apoyo técnico-jurídico y psicosocial, investigación de amenazas, 
reparación integral y garantías de no repetición. 
 
Finalmente, Panamá debe ratificar el Convenio 169 de la OIT para fortalecer sus derechos de 
manera estructural. Esto reforzaría la participación, la consulta y los derechos territoriales, 
complementando la protección legal y previniendo conflictos y situaciones de riesgo. Además, la 
implementación del Acuerdo de Escazúvii debe integrar activamente a los Pueblos Indígenas 
mediante una participación plena, efectiva y culturalmente adecuada. Debe reconocerse la 
naturaleza colectiva de la defensa ambiental Indígena, vinculada al territorio, la identidad, la 
gobernanza y los recursos. Esto permitirá transitar de un esquema individual y reactivo a políticas 
preventivas e interculturales y colectivas que aborden los factores estructurales de riesgo. 
 
III. Situación de riesgo y garantías para las personas defensoras del Pueblo Wayuu en 

La Guajira, Colombiaviii 
 

Para el pueblo Wayuu en Colombia, el riesgo que enfrentan las personas defensoras es colectivo 
y territorial. La protección individual resulta insuficiente cuando las amenazas afectan también a 
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la familia materna, las autoridades tradicionales, las fuentes de agua, las zonas de pastoreo, los 
medios de vida y al propio gobierno. En La Guajira, la defensa ambiental está estrechamente 
vinculada con la defensa del territorio ancestral, la consulta previa, el agua, la seguridad 
alimentaria y la continuidad cultural. Por lo tanto, exigir información, denunciar los impactos, 
cuestionar el ingreso de terceros o reclamar la representación legítima incrementa los riesgos 
para autoridades, líderes, jóvenes y acompañantes. Estos enfrentan amenazas, ataques 
armados, desplazamientos, pérdida de bienes y animales, restricciones de movilidad, 
estigmatización, debilitamiento institucional y ello ocasiona un mayor temor a denunciar. 
 
En las 29 comunidades del sector vía Windpeshiix se ha reportado contaminación del aire debido 
al polvo y ruido por el desarrollo de proyectos eólicos y otras intervenciones extractivas. 
Consecuentemente, los impactos se traducen en problemas respiratorios, afectación de fauna y 
animales domésticos, deterioro de tierras, inseguridad vial, alteración del pastoreo e ingreso de 
personas ajenas. Por su parte, la comunidad Jawou en el municipio de Uribia, en La Guajira ha 
registrado desplazamientos forzados de su población en 2018 y 2022, y la pérdida de bienes y 
animales y deterioro del control territorial. Chimorrotchi ha documentado amenazas y una 
escalada de ataques entre 2022 y 2023, incluido el incendio de una vivienda y un homicidiox. Las 
mujeres y niñas son quienes usualmente soportan mayores cargas de cuidado, búsqueda de 
agua y sostenimiento familiar. Las infancias y las juventudes sufren interrupciones educativas, 
dispersión familiar y debilitamiento de la transmisión cultural. 
 
Los documentos revisados no permiten afirmar la existencia de demandas estratégicas contra la 
participación pública (SLAPP) en estos casos. No obstante, muestran obstáculos con efecto 
disuasorio: trámites repetidos, remisiones entre entidades, expedientes fragmentados, 
protección tardía, falta de información y necesidad de acudir simultáneamente a Fiscalía, 
Procuraduría, Defensoría del Pueblo, Ministerio del Interior y autoridades territoriales. 
 
Las amenazas y desplazamientos forzados producen miedo persistente entre los habitantes, así 
como procesos de duelo, insomnio, incertidumbre, pérdida de confianza y ruptura de proyectos 
de vida. También pueden exacerbar conflictos internos cuando empresas o instituciones 
canalizan información, acuerdos o beneficios sin reconocer los apüshi (familiares), las 
autoridades tradicionales, las relaciones de parentesco, los usos compartidos del territorio y la 
mediación del pütchipü’ü (palabrero). 
 
Entre los factores agravantes destacan la pobreza estructural, la escasez de agua potable y 
alimentos, barreras en el acceso a la salud y a la educación, dispersión rural y elevados costos 
de transporte. Asimismo, inciden la superposición de proyectos mineros, eólicos, viales y de 
transmisión sin evaluaciones acumulativas ni socioambientales; la desinformación por falta de 
traducción al wayuunaiki; el desconocimiento del gobierno propio; y demoras institucionales en 
protección, investigación, retorno y reparación. A esto se suma una alta vulnerabilidad climática.xi  
 
En cuanto a las medidas existentes y obstáculos se señala que se han activado denuncias 
penales, quejas disciplinarias, remisiones para protección, atención humanitaria, 
acompañamiento de la Defensoría del Pueblo y acciones urgentes de Nación Wayuu. Estas 
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medidas han permitido documentar los hechos y obtener apoyos temporales, pero no siempre 
evitaron nuevos ataques, desplazamientos, pérdida patrimonial ni la persistencia de barreras 
para el retorno. 
 
El marco jurídico nacional e internacional —incluidos el Convenio 169 de la OIT, el Acuerdo de 
Escazú y la jurisprudencia constitucional— ofrece bases clave, pero exige coordinación, enfoque 
colectivo e intercultural y resultados concretos. Asimismo, no hay evidencias de que los 
mecanismos empresariales o financieros de reclamación sean eficaces, independientes y 
accesibles. Proteger a una persona defensora Wayuu implica proteger su comunidad, su familia 
materna, su autoridad, su lengua, sus medios de vida y su derecho a permanecer en el territorio 
ancestral. El Movimiento Indígena Nación Wayuu solicita que las medidas sean colectivas, 
preventivas, interculturales y construidas con participación comunitaria. 
 
IV. Violaciones a derechos de Pueblos Indígenas en Bolivia por actividades 

extractivasxii 
 
En Bolivia, las comunidades Quechua del Ayllu Acre Antequera (Chapana, Antequera, 
Charcajara, Huacuyo, Queyaqueyani Grande, Queyaqueyani Chico, Totoral Grande y Totoral 
Chico) albergan la mina Bolívar —de la empresa Illapa (subsidiaria de Santa Cruz Silver Mining 
Ltd. y COMIBOL)— que extrae plata, zinc y plomoxiii. También operan las mineras Totoral y La 
Salvada, dirigidas por sindicatos mineros, esta última subcontratada por MERAKI S.R.L. desde 
2022. Ninguna posee contrato de la Autoridad Jurisdiccional Administrativa Minera (AJAM), 
operando ilegalmente y sin consulta previa ni CLPIxiv. 
 
Según sus habitantes, la región solía ser ecológicamente equilibrada. Sin embargo, el uso 
excesivo y la contaminación del agua por parte de la mina la han vuelto no apta para el consumo 
o la agricultura. Esta escasez y contaminación han causado la pérdida de ganado, cultivos y 
plantas nativas, afectando gravemente la salud, la economía, la soberanía alimentaria, la 
espiritualidad y la cultura. Muchas de las comunidades Indígenas de la zona han sido 
desplazadas. Quienes permanecen allí defendiendo sus derechos enfrentan persecución por 
parte de la minera, sus trabajadores y el gobierno.  
 
Las comunidades han sufrido agresiones verbales y físicasxv con graves impactos físicos, 
emocionales y espirituales en adultos mayores e infancias. Las mujeres defensoras enfrentan 
mayor vulnerabilidad debido a ataques, acoso sexual, discriminación y violencia física entre 2022 
y 2024, denuncias que la Fiscalíaxvi ha ignorado. Esto ha provocado el desplazamiento forzado 
de mujeres y niñas. Una autoridad Indígena fue diagnosticada con cáncer en 2025, así como una 
grave depresión que adjudica a vivir en un entorno contaminado y el desgaste físico y emocional 
de su defensa de sus derechos y territorio. 
 
En octubre de 2024, la AJAM y La Salvada realizaron una consulta no válida rechazada por 
Totoral Chicoxvii. En 2025, Illapa amplió su dique de relaves sin consultar a Queyaqueyani Grande 
e instaló tuberías con relaves y aguas ácidas frente a viviendas en Charcajara. A pesar de las 
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denuncias e intervenciones de las Relatorías de la ONU, las empresas continúan operando 
ilegalmente con complicidad estatal. 
 
Por otra parte, Seque Jahuira (comunidad Aymara) en La Paz, Bolivia vivía pacíficamente de la 
ganadería y la agricultura. Sin embargo, desde 2001, tras el ingreso engañoso de empresas 
mineras que justificaron su entrada como ladrilleras, comenzaron a proliferar operaciones 
mineras ilegales. Hoy operan 26 ingenios minerosxviii que procesan relaves con cianuro, mercurio 
y ácido sulfúrico, generando una contaminación continua. Los desechos arrojados en tierras y 
ríos han matado al ganado, diezmado la economía local, provocado la pérdida de tradiciones 
culturales y forzado el desplazamiento de los habitantes, quienes enfrentan represalias por 
defender su territorioxix. 
 
La respuesta estatal ante las denuncias y presión mediática de las personas defensoras ha sido 
altamente irregular, pues si bien, se creó un comité estatal interinstitucionalxx para buscar 
soluciones o coadyuvar en la protección de los derechos de la comunidad, en realidad otorgaron 
nuevas licencias de operación a nuevas empresas. Así, resulta alarmante que la Defensoría del 
Pueblo se señale como un ente articulador y veedorxxi, y que su rol no sea el de la defensa de 
los derechos. 
 
Las comunidades también sufren violencia física y psicológica por el sector minero. Dos 
autoridades Indígenas y sus familias fueron perseguidas y desplazadas por denunciar estas 
violaciones. En abril de 2025, tras su participación en la 24ª sesión del Foro Permanente de la 
ONU para Cuestiones Indígenas, las intimidaciones aumentaron, incluyendo dos incidentes en 
la sede de la ONUxxii, amenazas anónimas, campañas de difamación y el incendio de la vivienda 
de un defensor. Actualmente es incierto si algunos podrán regresar a sus territorios dadas las 
amenazas y ataques. 
 

V. La criminalización de los Pueblos Indígenas de Rusia: el caso del Foro Aborigen 
 
Otro caso extremadamente grave por el aumento de la criminalización, censura y represión es el 
de las PDI en Rusia, un ejemplo siendo la detención arbitraria de dos defensoras de derechos 
Indígenasxxiii por su participación en foros internacionales de la ONU sobre clima y biodiversidad. 
En diciembre de 2025xxiv fueron arrestadas y condenadas a 20 años de cárcel por supuestos 
actos de terrorismo. Una de ellas es copresidenta del Foro Indígena Internacional sobre el 
Cambio Climático, donde representa los intereses de las comunidades Indígenas afectadas por 
las políticas climáticas y ambientales.  
 
Estos no fueron casos aislados, pues las autoridades han utilizando el derecho penal y la 
legislación sobre la lucha contra el extremismoxxv y el terrorismo como herramienta para reprimir 
sistemáticamentexxvi a la sociedad civil, desmantelar instituciones independientes y perseguir a 
las personas defensoras de los derechos humanos, incluidas las PDI Resulta alarmante que las 
declaraciones ante la ONU de defensores Indígenas se consideran ahora actos terroristasxxvii. 
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Se destaca también un antecedente al caso más reciente de la detención injustificada de las dos 
defensoras. En junio de 2024, el Tribunal Supremo ruso declaró extremista al “Movimiento 
Separatista Antiruso” e incluyó a 55 entidades en su lista de prohibiciones, entre ellas Foro 
Aborigenxxviii, red que defiende las tierras y derechos de los Pueblos Indígenas. Posteriormente, 
el 22 de noviembre de 2024, Foro Aborigen fue catalogado como “terrorista” junto con el “Foro 
de Naciones Libres Posrusas” y otrasxxix. Otros defensores de estas redes también enfrentan 
persecución dentro y fuera de Rusiaxxxxxxi. 
 
Resulta alarmante que las personas defensoras de derechos humanos sean criminalizadas por 
exigir la garantía de sus derechos. Si bien, el caso de Rusia está entre los más llamativos por la 
naturaleza de su régimen totalitario, visibiliza una fórmula que cada vez más gobiernos están 
reproduciendo para reprimir a las personas defensoras, el de condenar de extremistas y 
terroristas a quienes luchan por la vida y por la Madre Naturaleza. 
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